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OPINIÓN

La exclusión educativa en Chile revela una profunda 
brecha social y un sistema que sigue fallando a sus 
jóvenes. Eso es lo que escribimos en la “Cartografía 
Social 2024”, que se presenta este 26 de agosto en 
la Universidad Alberto Hurtado. A pesar de avances 
en cobertura, se estima que cerca de 227.000 niños, 
niñas y adolescentes han interrumpido su trayecto-
ria educativa sin haber completado su escolaridad 
obligatoria. Además, según cifras del Ministerio de 
Educación, entre 2023 y 2024, más de 47.000 
estudiantes abandonaron sus estudios.

Detrás de estas cifras hay historias que revelan una 
cruda realidad: jóvenes que ven cómo su educación se 
va desvaneciendo entre la violencia familiar o barrial, 
la pobreza, la migración o el rechazo escolar. Como 
cuenta Laura (17), que dejó de asistir a clases en 
cuarto medio: “Sentía que la escuela no me entendía, 
que no era un lugar para mí. Me sentía sola, y cuando 
algún profesor me trataba mal, ya no quería volver”.

La historia de Laura no es aislada. La escuela puede 
ser un espacio hostil, donde no todos se sienten 
seguros ni valorados. La violencia, el acoso, el re-
chazo por su identidad o condición socioeconómica 
refuerzan esa desconexión.

Para revertir esta tendencia, es urgente que el 
sistema educativo sea más inclusivo, empático y 
sensible, y que cuente con una oferta adaptada a 
jóvenes que vuelven a estudiar. Juan (19) logró reto-
mar su educación en un establecimiento educativo 
de reingreso y hoy dice: “Para mí, volver a la escuela 
fue como recuperar una parte de mi vida que había 
perdido. Encontré apoyo, amigos y un espacio en el 
que me sentí reconocido y valorado”.

El reingreso educativo, es decir, el volver a estudiar 
en espacios educativos más flexibles y personalizados 
que la educación regular es hoy una oportunidad 
limitada en el país, que requiere ser ampliada y 
fortalecida mediante un financiamiento adecuado y 
estable. Los Servicios Locales de Educación Pública 
(SLEP) lo están haciendo, pero con recursos limi-
tados, instalando aulas de reingreso en algunos de 
sus establecimientos educativos; también algunos 
municipios y sostenedores particulares subvencio-
nados ofrecen alternativas de reingreso, pero de 
forma muy reducida. Parte de la respuesta hoy se 
encuentra en el Senado de la República. Desde hace 
varios meses, una ley para el financiamiento estable 
del reingreso educativo se encuentra a la espera de 
ser debatida en particular en las comisiones de edu-
cación y hacienda de la Cámara Alta. ¿Cómo lograr 
reincorporarlos? Los legisladores tienen la palabra.

Exclusión educativa: 
los legisladores 
tienen la palabra

La inseguridad es hoy una de las principales 
preocupaciones de la comunidad serenense. 
Frente a la sensación de desprotección, han 
surgido comités vecinales que, con creatividad y 
compromiso, han instalado alarmas comunita-
rias, organizado reuniones y establecido canales 
directos con Carabineros y Seguridad Ciudadana. 
Estas experiencias han demostrado que, cuando la 
ciudadanía se involucra, la delincuencia encuentra 
un cerco más difícil de sortear.

No obstante, no podemos romantizar esta rea-
lidad. Que los vecinos deban organizarse para 
proteger sus barrios refleja tanto la solidaridad de 
las comunidades como la ausencia de respuestas 
estructurales del Estado. La seguridad es, ante 
todo, una responsabilidad de las instituciones: 
Carabineros, PDI, municipios y gobierno central. 
Los vecinos pueden complementar, pero nunca 
reemplazar, el rol del Estado en la prevención del 
delito.

En barrios como Serena Oriente o La Pampa, la 
organización ha logrado disminuir robos y aumen-
tar la percepción de control. Sin embargo, estas 

medidas tienen un límite. No corresponde que 
los habitantes deban patrullar sus calles, instalar 
cámaras de su bolsillo o hacerse cargo de lo que 
la autoridad debiese garantizar como un derecho 
básico: vivir seguros.

La tarea de fondo requiere inversión en infraes-
tructura, mayor dotación policial, estrategias de 
prevención focalizadas y un sistema de justicia 
ágil y eficaz. No basta con pedirle a la ciudadanía 
que se organice; se necesitan políticas públicas 
sostenidas que devuelvan la confianza en las 
instituciones.

La participación vecinal es un activo que debemos 
reconocer y potenciar. Pero sería un error trasladar 
la carga de la seguridad a quienes solo aspiran a 
vivir tranquilos en sus barrios. La organización 
ciudadana no puede transformarse en sustituto del 
Estado, sino en un aliado que fortalezca políticas 
claras y eficaces contra la delincuencia.

La seguridad comienza en la calle, sí, pero debe 
ser garantizada desde arriba. Solo así, el esfuerzo 
de los vecinos será un complemento virtuoso, y 
no la última barrera frente a la inseguridad.

La seguridad no puede quedar en manos de los vecinos
La	participación	ciudadana	ha	demostrado	ser	un	aporte	real	en	la	prevención	

del	delito,	pero	no	puede	transformarse	en	la	principal	barrera	frente	a	la	
delincuencia.	La	seguridad	debe	ser	garantizada	por	el	Estado,	con	políticas	

públicas	sólidas	y	respuestas	efectivas.
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En la madrugada del pasado 15 
de agosto, fuimos testigos de cómo 
tres personas que se encontraban 
privadas de libertad lograron -de un 
modo casi cinematográfico, utilizando 
una tirolesa improvisada- fugarse del 
Complejo Penitenciario de Valparaíso. 
Este hecho significativo, el cual fue 
calificado por el ministro de Justicia 
como “grave” pone de relieve, una 

vez más, las profundas falencias de un 
sistema penitenciario, que demuestra 
una crisis estructural que combina 
hacinamiento, déficit de personal y 
excesiva sobrecarga laboral, deterioro 
infraestructural y, por sobre todo, la 
ausencia de una política integral de 
reinserción social.

Ante lo ocurrido, el gobierno reaccionó 
con la adopción de 17 medidas de 
emergencia, que incluyen reforzar la 
seguridad perimetral y revisar los proto-
colos respectivos. Sin embargo, estas 
respuestas inmediatas, aunque nece-
sarias, resultan del todo insuficientes 
para abordar los aspectos neurálgicos 
del problema. La explicación no se 
agota en fallas operativas de control o 
vigilancia. El trasfondo es estructural: 
un sistema penitenciario concebido 
bajo una lógica de custodia mínima 
y saturación permanente, donde la 
reinserción social ha quedado relegada 
a un plano meramente declarativo. 

 En este escenario, el hecho de que la 
Comisión de Constitución del Senado 
aprobara por unanimidad el proyecto 

que exime de trámites y reduce los 
plazos para la ampliación y cons-
trucción de nuevos establecimientos 
penitenciarios (Boletín 17312-07), 
resulta particularmente relevante. 
No cabe duda que intentar aliviar o 
aminorar el hacinamiento es urgente; 
pero plantear la solución exclusiva-
mente en clave de más infraestructura 
corre el riesgo de convertirse en una 
respuesta al margen de una idea de 
populismo penal. En esta misma línea y 
tomando como base los pensamientos 
de Roxin, en un Estado de Derecho 
no puede permitirse que la ejecución 
de la pena se convierta en un mero 
aseguramiento físico del condenado, 
desprovisto de toda perspectiva de 
reinserción. La construcción de más 
cárceles, en ausencia de políticas 
de reinserción y de dignificación de 
la labor penitenciaria, no resuelve -a 
mi parecer- el problema: apenas lo 
desplaza en el tiempo. Multiplicar 
muros no elimina las condiciones que 
hacen de nuestras prisiones espacios 
de violencia y reincidencia. 

Cuando los 
muros se 
vuelven de papel
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